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La modificación normativa de la Ley de Socieda-

des de Capital (en adelante también LSC) que en-

tró en vigor el pasado 24 de Diciembre de 2014,

incorpora novedades relevantes en las obligacio-

nes que deben asumir la sociedad y sus adminis-

tradores en materias sensibles del devenir de la

sociedad. Profundizamos en el presente artículo

las novedades sobre la instrumentación de la rela-

ción jurídica que vincula a los consejeros ejecuti-

vos con la sociedad. 

La relación jurídica entre el consejero ejecuti-

vo y la sociedad, su naturaleza jurídica, su instru-

mentación por vía laboral o vía mercantil y los

efectos jurídicos derivados de su formalización

 correcta, o no, sobre todo en materia de retribu-

ciones e indemnizaciones, es una cuestión que ya

tiene largo recorrido doctrinal y jurisprudencial:

de la ya clásica sentencia «Huarte» (Sentencia Tri-

bunal Supremo de 1992) hasta la más reciente sen-

tencia «Mahou» (Sentencia Tribunal Supremo de

2013) se viene debatiendo en sede judicial y doctri-

nal esta materia.

La nueva redacción de la Ley de Sociedades de

Capital establece la exigencia de un contrato con

los consejeros delegados (artículo 249 LSC), previa-

mente aprobado por el consejo de administración,

con el voto favorable de al menos dos terceras par-

tes del mismo. Asimismo, es importante reseñar

que el precepto se refiere también a los miembros

del consejo de administración que tengan atribui-

das funciones ejecutivas en virtud de otro título.

Lo anterior significa que no sólo el consejero dele-

gado debe firmar un contrato con la sociedad don-

de se especifiquen la atribución de funciones y la

contraprestación a recibir por ello, sino que cual-

quier administrador miembro del consejo en el

que se hayan delegado funciones propias del órga-

no de administración deberá tener firmado un

contrato con la sociedad. Resulta de especial

transcendencia en este punto, por tanto, analizar

qué considera el legislador funciones ejecutivas y

tener claro que la pertenencia al órgano de admi-

nistración per se no supone en ningún caso esta

atribución de competencias.

El nuevo marco regulatorio prevé expresamen-

te una dicotomía de retribución, aplicable también

para las sociedades cotizadas: la estatutaria por el

mero desempeño del cargo de administrador y la

extra-estatutaria por el desempeño de funciones

adicionales en el seno de la sociedad y que puede

venir fijada exclusivamente en un contrato a sus-

cribir entre la sociedad y el administrador. 

La Ley 31/2014, de 3 de diciembre, por la que se modifica la Ley de Sociedades de Capital, publicada en el BOE el

pasado 4 de diciembre, obliga a suscribir un contrato con el consejero delegado de la sociedad, así como con

cualquier miembro del consejo de administración que, aun no siendo consejero delegado, tenga atribuidas

funciones ejecutivas.
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En relación con la remuneración al margen de

los estatutos sociales, la Ley la vincula al desem-

peño de funciones «ejecutivas» y por lo tanto se

consagra la posibilidad de percibir una doble re-

tribución: retribución por consejero y retribución

por director general, consejero delegado o cargo

ejecutivo similar.

En cualquier caso, el contrato a suscribir en-

tre la sociedad y el consejero que sirva como so-

porte a la retribución adicional tiene que estar

aprobado por el consejo de administración por

mayoría de dos tercios de sus miembros (acompa-

ñarse como anexo al acta del consejo) y el conseje-

ro afectado no tendrá derecho de voto ni podrá

asistir a la deliberación (conflicto de interés). En

consecuencia, es recomendable revisar los estatu-

tos sociales de nuestras sociedades para recoger

expresamente en los mismos la posible dicotomía

de retribución para los consejeros con funciones

ejecutivas, y así evitar cualquier problema no solo

jurídico, sino también fiscal, ya que, al igual que

ya se venía exigiendo para reconocer como gasto

deducible la contraprestación por las labores ordi-

narias que perciba el socio o administrador, la re-

muneración que se establezca por el desempeño de

funciones ejecutivas deberá ajustarse a todos los

nuevos requisitos establecidos en la Ley de Socie-

dades de Capital ::


